

Proyecto de ley en materia de consolidación de deudas

ANTECEDENTES DE LA INDICACION.

Ejes sobre los cuales se estructura la iniciativa.

La indicación tiene cuatro ejes estructurantes: se refuerzan los derechos de los titulares de los datos; se amplía la información relativa a obligaciones económicas disponible en el mercado financiero, para que además de los datos sobre deudas morosas que hoy existe también se registre el buen comportamiento de pago de las personas; se introducen mecanismos de control de calidad de los datos; y, finalmente, se crea una instancia administrativa para regular, fiscalizar y sancionar a los agentes y ordenar el mercado de la información comercial. 
· Información sobre las obligaciones económicas y comportamiento de pago de las personas naturales y jurídicas.

La presente indicación parte de la premisa de que la información relativa a las obligaciones económicas y comportamiento de pago de las personas naturales y jurídicas resulta fundamental para el adecuado funcionamiento del mercado del crédito. De acuerdo a la teoría económica y a la experiencia internacional, los registros de datos comerciales permiten mitigar las asimetrías de información existentes entre acreedores y potenciales deudores y de esta manera, facilitan el acceso de personas y PYMEs al financiamiento. Al mismo tiempo, la disponibilidad de este tipo de información reduce el riesgo de sobreendeudamiento y las tasas de incumplimiento en la economía.

· Dificultades derivadas de la asimetría de información entre los distintos agentes económicos.

a. Problemas de selección adversa en la cartera de clientes.

La existencia de información incompleta, costosa de adquirir y desigualmente distribuida entre los agentes, distorsiona la operación de los mercados financieros. Por una parte, las asimetrías de información generan problemas de selección adversa, esto es, que la cartera de clientes de las entidades financieras tiende a concentrar una mayor proporción de deudores riesgosos que la que existiría si se contara con información más completa. Dado que los acreedores no pueden discriminar adecuadamente entre buenos y malos pagadores, el costo del crédito se fija sobre la base de promedios. 

Frente a estas tasas más altas que lo que correspondería a su comportamiento de pagos individual, los deudores menos riesgosos se marginan y son los más riesgosos los más propensos a solicitar crédito. 

· Problemas de riesgo moral.

Por otra parte, las asimetrías de información generan problemas de riesgo moral. Esto significa que el deudor no percibe íntegramente las consecuencias de su incumplimiento, lo que le genera incentivos a sobre endeudarse y eventualmente, a dejar de pagar. El solicitante de crédito puede endeudarse más allá de su capacidad de pago recurriendo a distintos acreedores que no comparten información entre sí y que, por lo tanto, al evaluar el riesgo desconocen su comportamiento pasado y el nivel de exposición en que se encuentra.

Como consecuencia de la falta de información, los acreedores se protegen exigiendo garantías reales, estrategia que no es aplicable en el segmento de menores ingresos y en el de pequeñas empresas. Sin embargo se ha demostrado que una mayor disponibilidad de información sobre el solicitante de crédito reduce el riesgo moral mediante la generación de incentivos de reputación para cumplir los compromisos, de la misma manera que la posibilidad de perder un activo da una garantía de pago. Este colateral de reputación, permite prescindir de las garan-tías reales y, por lo tanto, contribuye a ampliar el acceso al crédito a los segmentos señalados.

· Efectos supraindividuales o de relevancia social de la información.

Dado lo anterior, puede afirmarse que la información de obligaciones económicas genera efectos supraindividuales o de relevancia social. La falta de información sobre una persona determinada afecta a terceros y al mercado, por lo tanto, no es posible considerar que estos datos son sensibles o que pertenecen al ámbito exclusivo de la vida privada. Así por ejemplo, los ahorrantes de una institución financiera se verían perjudicados si las colocaciones que ésta ha efectuado se han basado en información insuficiente sobre el riesgo de los deudores y, como resultado, aumenta la tasa de incumplimiento a tal nivel que la entidad no es capaz de responderles. Para que una institución pueda evaluar adecuadamente el riesgo, no sólo es importante la información sobre deuda morosa sino también sobre la deuda al día. Asimismo, no sólo requiere conocer la deuda de los potenciales deudores con esa entidad financiera, sino también la que el individuo mantiene con cualquier otro tipo de acreedor relevante.

· Ausencia de una regulación unificada y consistente del sistema de información comercial.

En Chile no existe una regulación unificada y consistente del sistema de información comercial. La normativa está dispersa en diversos cuerpos legales y a medida que el mercado financiero se desarrolla y moderniza, se evidencian vacíos importantes en la legislación vigente. Particularmente limitante es la ausencia de información sobre deuda al día con entidades no bancarias, cuya relevancia en el mercado de créditos de consumo es cada vez mayor. En efecto, el tercer trimestre de 2008 las deudas de consumo con entidades no bancarias contraídas por los hogares alcanzaron una participación cercana a 45% del total de créditos de consumo del sistema. El hecho que el sector no bancario no comparta esta información entre sí ni con otras industrias, y que la información sobre créditos al día del sistema bancario tampoco esté disponible para otros agentes, impide que el comportamiento de pagos se transforme en un colateral de reputación y contribuye a mantener mercados segmentados. Asimismo, la protección del consumidor frente al uso inadecuado de su información es bastante débil puesto que no existe una autoridad administrativa facultada para sancionar a los proveedores de crédito y distribuidores de información.

MARCO JURÍDICO ACTUALMENTE VIGENTE.

Bases de Datos.

Actualmente el Sistema de Información Comercial está compuesto por tres pilares: 

· El Boletín de Información Comercial (BIC).

Constituido por los protestos de cheques, letras y pagarés que obligatoriamente deben informar los Bancos y Notarios Públicos a la Cámara de Comercio de Santiago. La administración de esta base de datos por parte de la dicha Cámara está establecida en el Decreto Supremo N° 950 de 1928, del Ministerio de Hacienda y sus modificaciones. 

· INFOCOM.

Es una base de datos que comercializa la Cámara de Comercio de Santiago y que contiene datos de cuotas morosas sin protestar reportados voluntariamente por el comercio, los bancos (INFOBANCA) y otros acreedores. Esta base se vende conjuntamente con el Boletín de Información Comercial. 

· Estado de Deudores (ED).

Es un registro público que lleva la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras (SBIF). El Estado de Deudores contiene tanto información de deuda morosa como al día de todos los clientes bancarios y su propósito fundamental es la supervisión financiera. A través de la distribuidora de información crediticia o buró de la Asociación de Bancos e Instituciones Financieras (ABIF), SINACOFI, pueden acceder al Estado de Deudores todas las instituciones financieras que pertenecen a la Asociación. Sin embargo, la Ley General de Bancos no permite comunicar a otros agentes económicos distintos a los bancos, la información de deuda al día sin que medie el consentimiento del deudor. 

· Regulación.

Salvo algunas normas mínimas respecto al Boletín de Información Comercial contenidas en el D.S. N° 950, citado, la industria de la información comercial en Chile opera básicamente sobre la base de la autorregulación. Los controles de calidad y veracidad de los datos, las normas de seguridad para proteger la integridad de la información, los plazos y formatos de envío por parte de los acreedores, entre otras materias, son establecidos por los propios agentes del mercado y prácticamente desconocidos por el público. Esta situación se agrava por cuanto no existe una entidad supervisora encargada de monitorear el funcionamiento de la industria, tanto respecto del adecuado tratamiento de los datos, como de la operación transparente del mercado de los buró de crédito. 

La ley Nº 19.628, Sobre Protección de la Vida Privada, regula los derechos de los Titulares de los datos pero establece como única alternativa, la vía judicial, desincentivando la defensa de los derechos de los consumidores. Al no existir un procedimiento administrativo previo que disponga una autoridad para fiscalizar y aplicar las sanciones correspondientes, las personas deben recurrir al juez de letras en lo civil del domicilio del que vulneró sus derechos. Evidentemente esto significa costos en tiempo y dinero que están fuera del alcance de la mayoría de los chilenos.

I. DIAGNOSTICO: DIFICULTADES DEL MARCO JURÍDICO VIGENTE.

Los estudios encargados por el Ministerio de Hacienda concluyen que los principales problemas que afectan al Sistema de Información Comercial son los siguientes: 

1. No se cuenta con información sobre la deuda al día de un universo significativo de personas. 

Sólo los bancos comparten información sobre deuda al día entre sí. Los emisores y operadores de tarjetas de crédito de casas comerciales, las compañías de seguros y otros agentes crediticios relevantes, no intercambian información sobre deudas al día ni entre sí ni con la banca. La falta de disponibilidad y consolidación de esta información contribuye a mantener mercados segmentados, es decir, mercados donde hay grupos de clientes donde no llegan todos los potenciales oferentes. Además, la ausencia de información sobre deuda al día impide que los buenos pagadores puedan utilizar su buen historial de crédito, es decir su reputación, como colateral o garantía del crédito. El “colateral de reputación” puede mejorar el acceso al crédito tal como lo hacen la posesión una vivienda, un auto, un bien de capital o cualquier otra garantía real. 

2. La prohibición de comunicar las deudas morosas saldadas/aclaradas no permite evaluar riesgos adecuadamente y castiga a los mejores pagadores.

Dado que los acreedores no cuentan con toda la información, los mejores pagadores terminan pagando tasas más altas que las que pagarían si pudiesen mostrar su historial de crédito Por ejemplo, alguien que nunca ha tenido un protesto accede al crédito en las mismas condiciones que alguien que ha tenido varios protestos anteriores pero ha logrado “limpiar” su historia crediticia cancelado sus deudas morosas. Además, dado que la prohibición se refiere a la comunicación y no al almacenamiento de información sobre deudas morosas saldadas, se privilegia a las grandes instituciones que tienen capacidad de almacenamiento de información histórica de sus clientes o ex clientes para uso interno.

3. El sistema de protección al Titular de los datos tiene debilidades que pueden afectar la calidad de la información.

Entre otras debilidades, las personas tienen como única instancia para defender sus derechos a los tribunales de justicia; no existe una entidad supervisora encargada de monitorear el funcionamiento de la industria; faltan procedimientos claros para corregir errores, para acceder a la información propia y para conocer con qué fines y quiénes la están utilizando. 

4. Organización industrial inadecuada.

La ventaja que se le ha otorgado a un agente, a través de la obligación legal de informar a éste, puede limitar la transparencia del mercado y el acceso igualitario a la información. Esto no significa que no sea conveniente mantener una estructura centralizada de acopio de datos que luego distribuya información uniforme y en igualdad de condiciones a todos los buró de crédito.

De lo expuesto en esta sección, podemos concluir que la mejor forma de enfrentar las debilidades del marco jurídico vigente es con un enfoque comprehensivo y coherente. De otra forma, el sistema de reporte de crédito se transforma en la expresión de los esfuerzos descoordinados de diferentes grupos de interés por mejorar su posición, sin una comprensión del interés común y de los impactos que puede tener en el sistema financiero como un todo. Esto es lo que persigue la presente indicación sustitutiva, recogiendo los valiosos aportes de las diversas mociones parlamentarias.

PROPUESTA: CREACIÓN DE UN REGISTRO CENTRAL DE OBLIGACIONES ECONÓMICAS (RECOE) 
La indicación propone crear un banco de datos oficial, en el que se registrarán todos los datos de obligaciones económicas. Tiene como objetivo conservar, consolidar y estandarizar la información sobre deuda morosa y al día de todos los acreedores relevantes. 

Para ello se establece la obligación de informar por parte de ciertos acreedores y se regula qué instituciones, qué datos y cómo deben remitir la información al Registro Central de Obligaciones Económicas. 

Para tal efecto, se establece que los aportantes de información son las entidades obligadas a reportar periódicamente al Registro los datos de obligaciones económicas. 

Los aportantes deberán remitir al RECOE la información sobre deuda morosa y al día de cada uno de sus clientes sobre la base de las instrucciones que dicte la SBIF. Asimismo la Tesorería, deberá informar las deudas tributarias y créditos fiscales demandados. Los instrumentos específicos de deuda y obligaciones que deberán ser informadas, se establecerán en un Reglamento.

Por otra parte, se establece un mecanismo de licitación para determinar al Administrador del RECOE. De esta forma se mantiene la administración centralizada de la base de datos, lo que ha sido costumbre en Chile, pero a través de la licitación se determinan tarifas competitivas para la venta de información a las Distribuidoras de Datos de Obligaciones Económicas. La licitación será efectuada por la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras.

· Organismo fiscalizador. 

Por otra parte, la indicación establece que las facultades normativas, reguladoras y sancionatorias en materia de información comercial quedarán radicadas en la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras. Su función será vigilar y fiscalizar que los aportantes de información, el RECOE y las Distribuidoras cumplan con las normas legales y reglamentarias y con las instrucciones que dicte. 

También se entrega al Consejo para la Transparencia y Protección de Datos Personales, la atribución de resolver administrativamente los reclamos de los afectados por las transgresiones a los derechos de los titulares de los datos. En eso se sigue la regla general de las bases de datos, según se establece en el proyecto que simultáneamente con éste, está en trámite en la H. Cámara de Diputados.

